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Este proyecto de investigación tiene como objetivo fundamental, demostrar la 
violación que existe al derecho constitucional de igualdad, citado en la DUDH1 en 
su artículo primero y en la Constitución Política de Colombia de 1991 en su artículo 
trece; en relación a los hombres y mujeres que se hallan privados de la libertad en 
los diferentes centros carcelarios, respecto a lo dispuesto por los jueces en las 
diferentes sentencias cuando autorizan que el penado finalice su condena a través 
de posibles beneficios, referido a esto la Corte Constitucional difiere que  “al 
otorgarse  un beneficio por parte de la autoridad competente ampliando el espectro 
de la libertad, el Estado se encuentra obligado a desplegar las conductas necesarias 
para cumplir inmediatamente con dicha orden, debido a que la persona privada de 
la libertad no debe asumir la carga que se deriva por la falta de implementación de 
políticas públicas en materia carcelaria”2, así las cosas, se denota la violación al 
derecho de igualdad, a la hora de realizar la salida del condenado del centro 
carcelario. 
Señalados beneficios, se conceden cuando los internos cumplen a cabalidad los 
requisitos exigidos para poder cumplir su condena en su lugar de residencia y/o 
morada familiar o en otro lugar ordenado por el juez, así mismo y en la mayoría de 
los casos como medida subalterna se ordena que los internos sean monitoreados a 
través de dispositivos de vigilancia electrónica; tales como seguimientos  (pasivo 
activo y reconocimiento de voz), monitoreados a través del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario. 
                                            
1ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS-DUDH. [en línea]. Disponible en: 
http://www.un.org/en/universal -declaration-human-rights/.  
2 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-265 28. Abril. 2017. Derechos del interno 
relación de especial sujeción entre el Estado y las personas privadas de la libertad, p. 2. [en línea] 





Por consiguiente, es pertinente aclarar que las penas sustitutivas son mecanismos 
implementados por medio de una política criminal observada “desde un enfoque 
crítico, la política criminal se ocupa de la prevención y reacción del delito, y hace 
frente a las consecuencias” 3, de igual forma “se refiere al conjunto de modelos con 
los que el cuerpo social organiza las respuestas al fenómeno criminal”4 y para el 
Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, “es un conjunto de lineamientos 
estratégicos definidas por el Estado para enfrentar la criminalidad, especialmente, 
con un fin de prevención, represión y control” 5. 
Dado lo anterior, a través de estos mecanismos se pretende por parte del gobierno 
que existan modelos acertados de resocialización, para que el condenado además 
de cumplir con la sanción, la haga efectiva de forma favorable y social, garantizando 
a la vez la dignidad del interno, de acuerdo a lo estipulado en la jurisprudencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Dentro de los mecanismos antes mencionados, hacen parte de estos “la prisión 
domiciliaria, la suspensión condicional de la ejecución de la pena, la libertad 
condicional, reclusión domiciliaria u hospitalaria por enfermedad muy grave y prisión 
domiciliaria”6, en efecto y conforme a los beneficios descritos, se implementó a 
través de la Ley 1142 de 2007, los sistemas de vigilancia electrónica como 
mecanismo de control, acompañamiento y vigilancia de la medida de aseguramiento 
y de la prisión domiciliaria, teniendo como referente jurídico esta implementación en 
diferentes países de Suramérica y en otras naciones está en proceso de prueba, 
con el fin de lograr, propósitos tales como, la disminución de niveles de 
                                            
3 SÁNCHEZ, Augusto y GONZÁLEZ, Alicia 2002. “De la criminología crítica a la sociología jurídica 
en el pensamiento de Alessandro Baratta. In memoriam”. [en línea]. Disponible en: [https://archivos. 
juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/4/1723/21.pdf] 
4 DELMAS, Marty “El Discurso Resocializador: Hacia una nueva propuesta para el Sistema 
Penitenciario”. Citado por SAENZ, Mario. 2007. P. 127. 
5 COLOMBIA. INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO. Informe Estadístico. 
Junio 2018. P. 10.  
6 COLOMBIA CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 599 de 2000. 24 de julio. «Por la cual se expide 
el Código Penal». Artículos 38, 63, 64, 68. 
7 
 
encarcelamiento, reducción de costos en los centros penitenciarios y la reducción 
en la reincidencia de personas condenadas.   
Adicionalmente, vale la pena referir que la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, en su preámbulo indica que la “libertad, la justicia y la paz en el mundo 
tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales 
e inalienables de todos los miembros de la familia humana”7, lo cual no se verifica 
con los condenados que tienen la autorización judicial para acceder a la sustitución 
de la pena privativa de la libertad en centro carcelario, afectando así el derecho de 
igualdad tema principal de esta investigación, como el derecho a la libertad; 
presentándose de esta forma una desigualdad visibilizada en las condiciones 
económicas de quienes obtuvieron este derecho, toda vez que dentro de la ley se 
exige que concurra un pago determinado, para obtener un mecanismo de vigilancia, 
dinero que en la gran mayoría de las ocasiones no se posee; aunado a esta 
desigualdad se presenta el déficit de brazaletes que tiene el INPEC, para hacer 
efectiva la orden judicial. 
De esta forma, las personas condenadas tienen que  solventar económicamente los 
elementos adecuados para obtener la medida sustitutiva, sin recibir por parte del 
Estado algún tipo de consideración, teniendo en cuenta que se puede instar la 
insolvencia económica, además que a pesar de la violación al derecho de igualdad 
la dificultad para pagar las multas genera otra problemática como lo es el  
hacinamiento carcelario, tema de gran importancia que se correlaciona con el 
contenido de esta monografía. 
Así las cosas, se busca identificar la existencia de un problema jurídico real, a lo 
cual es pertinente saber si ¿el estado colombiano brinda la protección objetiva, para 
que las personas condenadas, acceden a los mecanismos de vigilancia electrónica, 
una vez sea autorizado este beneficio?, con lo anterior, se fundamenta el fin 
                                            
7 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS-DUDH. Op. Cit., p. 1. 
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primordial de esta investigación respecto a la violación del derecho de igualdad en 
los reos, según su condición económica. 
De forma análoga y respecto al desarrollo de la hipótesis de esta monografía, es 
pertinente afirmar que el problema de investigación que se plantea, tiene como eje 
central, la restricción que se presenta a la hora de obtener el mecanismo de 
vigilancia electrónica, una vez el operador jurídico haya autorizado alguna medida 
sustitutiva de la pena privativa de la libertad. 
Por otra parte, se aplicara el método analítico, mediante el cual se podrá analizar 
cada uno de los conceptos referentes a esta investigación, tales como los 
subrogados penales, los mecanismos sustitutivos de la pena además de las teorías 
del derecho fundamental de igualdad, por esta razón, durante el desarrollo de esta 
monografía se presentará la contextualización que permitirá emitir la respuesta y 
confirmación a la existencia de la problemática planteada, a través de 














1. VIOLACIÓN AL DERECHO DE IGUALDAD, EN LA ASIGNACIÓN DE LOS 
MECANISMOS DE VIGILANCIA ELECTRÓNICA PARA LAS PERSONAS 
CONDENADAS 
Respecto a la realización y búsqueda del sustento jurídico del proyecto de 
investigación, se “indica que la medida sustitutiva es una opción para la 
resocialización del individuo fuera de la cárcel, algunos de los aspectos a tener en 
cuenta en su investigación es el hacinamiento carcelario y la violación de derechos 
humanos” 8. 
Lo anterior, se complementa resaltando las deficiencias adyacentes a este tema, 
así: 
“El problema carcelario y sus medidas, encontrando similitudes  como la deficiencia 
del sistema carcelario que justifica la implementación  del brazalete  electrónico  con  
la diferencia relevante que evalúa otros medios alternativos que no pongan en peligro 
la psiquis de la persona sujeto de pena, resalta la problemática como la falta de 
personal profesional y el hacinamiento, asegura es relevante el factor económico para 
la implementación del sistema y la adquisición de una entidad estricta de control y 
rastreo”9. 
Con base al artículo anterior, “se expone la afectación al derecho a la intimidad del 
recluso y sus familiares por medio del uso de los dispositivos telemáticos en este 
caso el brazalete electrónico”10, también indica que en “Europa gran número de los 
condenados se ven afectados secundariamente en la dignidad humana por cuanto 
se ven estigmatizados por el uso de este tipo de dispositivos en público”11.  
Conforme a las políticas propias de cada país, es acertado tener en cuenta que: 
                                            
8 HERNANDEZ, Norberto. “El fracaso de la resocialización en Colombia”. Revista de derecho, 
Universidad del Norte. 2018.   
9 GONZÁLEZ, Pilar. Monitorización electrónica en el ámbito penitenciario. Madrid. 2008. 
10 Ibíd. P. 189. 
11 Ibíd. P. 189. 
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“El Estado es el garante del derecho a la vida y a la integridad de las personas 
privadas de libertad y además que por circunstancias propias del encierro no puede  
garantizar  ni satisfacer algunas de las necesidades básicas que son esenciales para 
el desarrollo de una vida digna ya que la privación de libertad trae a menudo, como 
consecuencia ineludible, la afectación del goce de otros derechos humanos además 
del derecho a la libertad personal”12. 
En referencia al problema jurídico, se anexa otras violaciones al ser humano tales 
como la intimidad, y se explica a continuación: 
“se pronuncia sobre la intimidad y se entiende como el ámbito de la persona donde 
cada uno, preservado del mundo exterior, encuentra las posibilidades de desarrollo y 
fomento de su personalidad,  según lo anterior, se puede argumentar que cuando el 
monitoreo electrónico no contempla un plan de reintegración, restringe y limita el 
derecho a la intimidad, teniendo en cuenta un  factor  muy importante y es el temporal: 
se es libre de desarrollar la personalidad en la restricción de un espacio donde el 
hombre está sometido a la discriminación y señalamiento de sus semejantes, 
afectando a su fuero interno y por añadidura a su núcleo familiar relegándolos a la 
continuación de una vida armónica con el entorno” 13. 
La UNODC, sostiene que, “si bien el brazalete electrónico es un beneficio que 
pretende disminuir la afectación de los derechos humanos que se producen como 
consecuencia de la imposición de una pena o medida cautelar, vulnera sin duda 
alguna la dignidad humana de quienes portan las manillas, además de los criterios 
establecidos para seleccionar a los usuarios; que cercenan la posibilidad de acceder 
a él, es decir no cualquier persona puede ser beneficiaria, esto no depende solamente 
de cumplir con los requisitos previstos por la ley, sino también los costos económicos 
con los que debe asumir el posible beneficiario”14. 
                                            
12 VENTURA, Manuel. “La Naturaleza de la Función Consultiva de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos”. 2015. P. 176.  
13 RODRÍGUEZ, Faustino. Cárcel electrónica. Bases para la creación del sistema penitenciario del 
siglo XXI. Editorial Tirant Lo Blanch. 2007. P. 58. 




En reciprocidad, al problema económico y de igualdad presentado en Colombia para 
los internos, este fenómeno de forma paralela se observa en México, “tiene una 
grave limitación de tipo económico ya que el costo corre a cargo del sentenciado y 
su familia, por lo que, además, repercute en la economía de personas ajenas al 
delito, impidiendo así el acceso a todo aquel que desea ser beneficiario, por carecer 
del carácter económico necesario  para solventar la medida” 15. 
En un estudio sobre los sistemas de vigilancia electrónica como sustitutivos de 
prisión “se estima que el brazalete electrónico es un instrumento particularmente útil 
en aquellas situaciones donde no es preferible el encarcelamiento, pero no es viable 
tampoco una libertad provisional sin control, en otros términos, la medida del uso de 
brazalete electrónico debe ser una solución en el marco de un juicio de 
proporcionalidad en la afectación de la libertad de imputad” 16. 
Ante lo expuesto, se indica: “Que las medidas de seguridad recaen sobre una 
infracción penal  y la pena sustitutiva de la libertad no es eficaz para prevenir la 
reincidencia del delito atendiendo al principio legalidad y con una marcada diferencia 
que las condiciones sociales no son responsabilidad del estado sino del sujeto, y la 
medida no aparece como necesidad si no como desconfianza a una pena efectiva, 
dejando por fuera el problema de fondo que es la descongestión carcelaria con la 
medida del brazalete electrónico” 17.  
Así mismo y con el fin de garantizar el proceso jurídico, se crea la prisión preventiva 
con el fin de afirmar la asistencia al juicio del posible victimario, evitando de tal 
manera que parte vulnerada se sienta desamparada; hallando en este sentido dos 
                                            
15 PASCUAL, Juana.  Política Penal y Criminológica en una Sociedad Posmoderna. Brazalete 
Electrónico ¿LIBERTAD ANTICIPADA A TRATAMIENTO? Disponible en: < 
http://bibliohistorico.juridicas.unam.mx/libros/7/3104/18.pdf>. 
16 RODRÍGUEZ. Faustino. Cárcel Electrónica Versus Prisión Preventiva. Numeral 2. P. 3. [en línea]. 
Disponible en: http://www2.uned.es/dpto-derecho-politico/Gudin_Prision_Preventiva.pdf. 
17 RODRÍGUEZ. Ana. Sistema carcelario colombiano: apremiante cambio de cárceles por factorías 




factores favorables para las partes, como lo es el debido proceso y la realización 
efectiva de la investigación. 
Cabe mencionar que “La detención es un acto por  el cual se produce una limitación 
de libertad individual de una persona, en virtud de una declaración de voluntad de 
carácter provisional y que tiene por fin ponerla a disposición mediata o 
inmediatamente del instructor del proceso penal para los fines de éste en 
expectativa de su posible prisión provisional”18.  
En Colombia, como en otros países del mundo se vive una problemática 
generalizada en cuanto al tema carcelario, de este entorno se subdividen otras 
falencias que cada día atentan contra la dignidad e igualdad de los seres humanos, 
para este caso de investigación se abordara la desigualdad en cuanto a los internos 
que una vez teniendo el derecho de poder ser beneficiarios del brazalete 
electrónico, siguen purgando su condena dentro de los centros penitenciarios y 
carcelarios.  
Para dar inicio a la contextualización objetiva, es necesario mostrar la existencia de 
un problema jurídico como lo es la violación al derecho de igualdad respecto a los 
internos que deben gozar de medidas sustitutivas de privación de libertad, a través 
del brazalete electrónico, donde se evidencia que para que el condenado pueda 
acceder e este beneficio debe cumplir con ciertos requisitos exigidos por la Ley del 
Estado Colombiano;  
“los programas para los internos se basan en el reconocimiento de derechos iguales 
e inalienables de todos los miembros de la familia humana, en el caso de las personas 
que aspiran a acceder al beneficio del brazalete electrónico como medida sustitutiva 
de la intramural, existe de hecho una desigualdad en las condiciones económicas de 
quienes son condenados a pena privativa de libertad, lo cual necesariamente implica 
                                            
18FENECH. Miguel. “Derecho Procesal Penal. 1952. Tomo 2. P. 123.  
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que aquellos condenados con solvencia económica tendrán preferencia para acceder 
al beneficio, por el sólo hecho de contar con recursos para ello”19. 
Respecto a la justificación jurídica la Ley 599 del 2000, en su artículo 38B, se 
interpretan los Requisitos para conceder la prisión domiciliaria, que al tenor de la 
letra reza así:   
“Que la sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima prevista en la 
ley sea de ocho (8) años de prisión o menos;  
Que no se trate de uno de los delitos incluidos en el inciso 2o del artículo 68A de la 
Ley 599 de 2000; Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado; 
Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones: 
a) No cambiar de residencia sin autorización previa del funcionario judicial; 
b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el 
delito.  
El pago de la indemnización debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria 
o mediante acuerdo con la víctima, salvo que demuestre insolvencia; 
c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la 
pena cuando fuere requerido para ello; 
d) Permitir la entrada a la residencia de los servidores públicos encargados de realizar 
la vigilancia del cumplimiento de la reclusión. Además, deberá cumplir las condiciones 
de seguridad que le hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas en los 
reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales 
que impusiere el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad”. 
1.1. VULNERACIÓN AL DERECHO DE IGUALDAD 
Es necesario aclarar que esta vulneración se centra en la dificultad o limitación, que 
se tiene para acceder al dispositivo electrónico, cuando es concedido por el juez 
                                            
19 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-185 16. marzo. 2011, abril, 2017. 
Derechos del interno relación de especial sujeción entre el Estado y las personas privadas de la 




como manera accesoria de vigilancia y seguimiento, puesto que la Ley 1709 en su 
artículo 107 derogo el artículo 38A, pero se permite la autorización del mecanismo 
electrónico como forma accesoria a dicha decisión.  
Ahora, la carencia del componente económico presentado por los internos, hace 
que se vulneren derechos fundamentales, tales como la educación y el trabajo, toda 
vez que se puede conceder permiso especial para desplegar estas actividades, pero 
si no existe un pago efectivo o no se cuenta con los dispositivos electrónicos es 
improbable poder dar cumplimiento a lo ordenado. 
La medida adoptada por el legislador es favorable, con algunas falencias, pero logra 
alivianar la carga de los internos; la falencia principal se demuestra en la ejecución 
y aplicación de lo ordenado por el juez, puesto que el factor económico pone una 
barrera para acceder a este beneficio; de otra parte, el presupuesto asignado por el 
Estado para estos fines no es suficiente a la hora de cubrir la demanda de 
necesidades y solicitudes. 
1.2. NORMATIVIDAD  
El Estado Colombiano, es “el garante de la seguridad pública para todos los 
habitantes del territorio nacional sin exclusión alguna, a través de sus normas y 
leyes se precisa esta intervención que procura el equilibrio en la sociedad, los 
siguientes son unos de los convenios adoptados por nuestra Nación con el anhelo 
de que todo tipo de violencia desaparezca, uno de los más importantes adoptados 
por la ONU20. 
Ahora bien, “la prisión domiciliaria es otorgada por el juez y puede ser solicitada por 
el condenado; continua el artículo 38B que de forma taxativa enumera los requisitos 
para conceder la prisión domiciliaria; en el artículo 38C es el control de la medida 
                                            
20 UPRIMMY. Rodrigo y GUZMAN. Diana. “Las Cárceles en Colombia: entre una Jurisprudencia 




de la prisión domiciliaria donde nombra las entidades encargadas de controlar a los 
beneficiados por esta medida; en el Artículo 38D es la Ejecución de la medida de 
prisión domiciliaria donde hay una limitación para otorgar este beneficio; el artículo 
38E Redención de pena durante la prisión domiciliaria: que se podrá solicitar por 
educación o trabajo, el artículo 38F Pago del mecanismo de vigilancia electrónica 
que él es costo del brazalete electrónico donde será fijado por el gobierno nacional 
y por último el artículo 38G la ejecución de la pena”21 
Por otra parte, “la Ley 1142 de 2007 se encargó de reglamentar todo lo concerniente 
a los medios sustitutivos de la prisión intramural. Dispuso cuáles serán las 
condiciones para la implementación de este, en qué casos se otorgará, quien será 
el responsable del costo del brazalete, entre otras cosas, Verbigracia, aquí se 
establece que el brazalete electrónico se utilizara como una herramienta que 
ayudara a verificar el cumplimiento de la pena de prisión domiciliaria, la autoridad 
competente para entregar el brazalete a los beneficiados es el Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario INPEC, según el artículo 31 de la Ley 1142 se afirma: el 
INPEC que adoptará mecanismos de vigilancia electrónica o de visitas periódicas a 
la residencia del penado, entre otros, para verificar el cumplimiento de la pena, de 
lo cual informará al despacho judicial respectivo.”22 Y según el artículo 1º de la 
Resolución 02642 del 26 de marzo de 2009, que establece en cabeza del INPEC la 
posibilidad de “Adoptar, según el caso, como medida adicional de control a la prisión 
domiciliaria, las modalidades de vigilancia electrónica normadas”.23  
                                            
21 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 1709 de 20 de enero de 2014, por medio de la cual 
se reforman algunos artículos de la ley 65 de 1993, de la ley 599 de 2000, de la ley 55 de 1985 y se 
dictan otras disposiciones, Artículo 27, citado el 25. Abril. 2016. [en línea]. Disponible en 
http://www.inpec.gov.co/portal/page/portal/INPEC_CONTENIDO/INPEC%20INSTITUCION/INPEC_
HOY/LEYES/LEY%201709%20DEL%2020%20DE%20ENERO%20DE%202014%20Small.pdf 
22 COLOMBIA. Corte Constitucional. Humberto Antonio Sierra Porto, 16. marzo. 2011.  Sentencia C 
185. P. 19. Autoridades competentes, N. 7. [en línea]. Disponible en: 
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/C-185-11.htm. 
23Ibíd. P. 19.   
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Según lo anterior, se afirma,  “que como lo establecen los Decretos 177 del 2008 y 
el 1316 del 2009, los cuales reglamentaron el Artículo 50 de la Ley 1142 del 2007, 
es el Juez de ejecución de penas y medidas de seguridad quien tiene la facultad de 
ordenar la utilización de sistemas de vigilancia electrónica a la población condenada 
durante la ejecución de la pena, como sustitutivo de la prisión, cuando este lo 
determine necesario”24; 
1.3. CONDICIONES JURISPRUDENCIALES 
“Se refleja el caso del señor Jaime Iván Galindo Rico de una acción de tutela número 
RADICADO: 05001-33-31-027-2015-00208-01, del JUZGADO 27 ADMINISTRATIVO 
DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN quien  Manifestó que estando en la cárcel de Coiba 
Picaleña en Ibagué, el día 23 de enero de 2015 le fue concedido por el Juzgado 3º de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué el beneficio de la sustitución 
de la prisión intramural por prisión domiciliaria y se ordenó prestar caución prendaria 
de 1 SMLMV a nombre del Juzgado y la instalación del dispositivo electrónico de 
vigilancia a sus expensas, procediendo a cancelar la caución exigida el día 10 de 
febrero de 2015 y por ello fue trasladado a la Cárcel Bellavista en Medellín el 21 de 
febrero de 2015, pero que frente a la instalación del dispositivo ordenado le informaron 
que éste no estaba disponible, y por orden el Juzgado no es posible otorgar el 
beneficio de prisión domiciliaria sin brazalete, además que no cuenta con los recursos 
económicos para sufragar su costo, donde sus pretensiones fueron que se le 
respetaran sus derechos fundamentales y sus derechos adquiridos al cumplir todos 
los requisitos establecidos por la ley para conceder la prisión domiciliaria aún sin 
existir dispositivos, pero claramente esto es una posibilidad nula puesto que la función 
que cumple este es vigilar y llevar un seguimiento al beneficiado, en su respuesta, el 
INPEC contestó que no habían dispositivos disponibles para continuar con el proceso 
establecido por un juez de ejecución de penas y respondieron que este caso no es 
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competencia de ellos sino de la Unidad de Servicios Penitenciarios (USPEC) 
contratante y de la empresa de Energías Integrales Andina quienes son contratadas 
para suministrar dichos dispositivos, el Representante Legal Suplente de la Sociedad 
Energía Integral Andina  se opone y expone a las pretensiones de la demanda donde 
manifiesta que el dispositivo si está disponible y el único que puede instalarlo es el 
INPEC, esta respuesta fue impugnada argumentando que ellos no tiene funciones 
interadministrativas  para comprar el brazalete electrónico porque no es nuestra 
competencia, ni para ir a instalarlo si el establecimiento lo tuviera porque tampoco es 
nuestra competencia, estos equipos deben suministrarlos la USPEC, por intermedio 
de los contratos que adquiera con las firmas de ingenieros”.25 
La Corte Constitucional en Sentencia C-318 de 2008, “trató el tema de la detención 
domiciliaria e indicó que la misma es una forma de restricción de la libertad de 
aquellas personas imputadas o acusadas de la comisión de una conducta penal, pero 
que, por cumplir con unas condiciones y exigencias legales, no se hace necesario 
que su libertad se restrinja en un centro carcelario, la Corte Suprema de Justicia Sala 
de Casación Penal, en providencia del 20 de enero de 2010, dentro del proceso 
radicado Nº 33146, indicó que la figura de la Detención Domiciliaria no puede 
equipararse a las medidas sustitutivas de la prisión intramural en las que se reconozca 
la libertad del procesado, pues ésta es una forma de restricción de la libertad menos 
rigurosa, pero que de manera alguna puede asimilarse a la libertad, se entra en una 
serie de interrogantes en este punto donde cabría preguntarse qué pasa con la 
compra de los brazaletes, que manejo se está dando a ese dinero para la compra e 
instalación de los mismos?, inmediatamente vemos reflejado el gran problema en el 
cumplimiento de lo establecido en la Ley, la cual regula lo concerniente a los 
subrogados penales y al no darse un buen manejo económico, se van trasgrediendo 
los derechos de cada una de las personas a quienes se les ha concedido el beneficio  
y aún ahí condenados que  siguen en espera para que se les pueda materializar el 
                                            
25 COLOMBIA. Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Decisión, Administrativo del 
circuito de Medellín, Tutela No. 05001-33-31-027-2015-00208-01 JUZGADO 27. Segunda instancia 





beneficio concebido  como es el caso mencionado  y analizado anteriormente, la 
Sentencia C-185/11 deja ver como aun siendo un beneficio el brazalete electrónico, 
los requisitos que se exigen por la ley va en contra del derecho de igualdad ( artículo 
13 C.N) ya que si no paga la suma establecida no podrá tener acceso y se encontrará 
con la limitación de salir de la cárcel y cumplir la pena privativa de libertad fuera de 
ella, por esto debe brindarse en igualdad de condiciones, y no puede depender de 
exigencias ajenas a las que interesan de manera especial a la legislación penal que 
están siendo violatorias de tratados internacionales adoptados por Colombia, 
concretamente hablando del numeral 2, artículo 5 , parte 1- deberes de los Estados 
y derechos protegidos capítulo  en el cual expresa Nadie debe ser sometido a torturas 
ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda persona privada de 
libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”26  
“El brazalete electrónico, cuya función está siendo violada por las personas que gozan 
de este beneficio no solo por rebeldía de incumplimiento de la medida sino también 
por las pocas alternativas de cumplimiento que tienen en ciertas condiciones como lo 
vemos reflejado en la sentencia T 010 del 2014 27  donde la beneficiaria de la medida 
es madre cabeza de familia y en su vivienda no contaba con energía eléctrica para 
cargar el dispositivo que la custodiaba, violando el perímetro establecido en la 
sentencia y ausentándose de su domicilio frecuentemente no solo las extrema 
pobreza o la pobreza es excusa para la violación clara y fehaciente del dispositivo 
también se ha dado por capricho del reo como lo expuesto en el  T 63319- acta 368 
de la Corte Suprema de Justicia, Sala de casación penal el cual sucinta los hechos 
de que se encuentra  haciendo violación clara por encontrarse departiendo en un 
                                            
26CADH. San José, Costa Rica. Noviembre de 1969. “Deberes de los Estados y Derechos 
Protegidos”. [en línea]. Disponible en https://www.oas.org/dil/esp/tratados_B-
32_Convencion_Americana_sobre_Derechos_Humanos.htm. 
27 Colombia, Corte Suprema de Justicia, Sala de casación penal, Sentencia C 010. Bogotá, D. C. 17. 




establecimiento público, específicamente en una cantina del barrio a altas horas de 
la noche” 28. 
1.4. TEORÍAS  
Teniendo en cuenta la teoría del funcionalismo estructural,  “que tomo forma en el 
siglo XIX, el criterio funcionalista se basa en que la sociedad es un sistema estable, 
bien integrado, perdura por qué sirve a las necesidades básicas de las personas”29. 
Sus principales definiciones se encuentran en “el esquema ÁGIL donde son los 
cuatro imperativos funcionales necesarios en un sistema; donde  A, representa la 
economía que es la adaptación  para que el sistema  abarque las necesidades del 
entorno”; en otras palabras, “analizando la principal finalidad que tiene el Ministerio 
de Justicia a través del INPEC   de suministrar los mecanismos (Brazalete 
Electrónico) el cual busca la descongestión de las cárceles del país mediante 
la detención domiciliaria de condenados por delitos menores”30.  
En este medida, “su segundo imperativo es la G, que representa la política así como 
la capacidad para alcanzar las metas donde el sistema debe definir y lograr  cada una 
de sus objetivos, es decir, si el INPEC cumpliera con los ecuánimes de: Cumplir con  
la demanda por dispositivos requeridos, Mejorar la vigilancia sobre las personas 
sujetas a detención y prisión domiciliaria,  aumentar los niveles de inserción social, 
acataría las dos características de este imperativo  pero según los resultados tomados 
desde el año 2011 al año 2015 el sistema de vigilancia electrónica solo satisface el 
criterio de tener señaladas las metas ya que no cumple con la demanda  solicitada 
por los jueces de ejecución de penas”31  
                                            
28 Colombia. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Luis Salazar Otero, Tutela Nº 
63319. 2. Octubre. 2012. acta 368 Bogotá, D.C. [en línea]. disponible en http://corte-suprema-
justicia.vlex.com.co/vid/-406279898. 






Como el tercer imperativo es I, “que significa la comunidad social, donde existe la 
integración de componentes, refiriéndose a que el sistema debe regular entre sus 
síntesis y entre los otros imperativos funcionales: A, G y L, donde el sistema debe 
brindar pautas, normas, valores y satisfacciones para cada uno de los individuos 
llevando a cabo una concordancia entre sus elementos obteniendo como logro la 
eficacia “32  
Por último, “el cuarto imperativo es L, o el sistema fiduciario, es aquella latencia que 
transmite las culturas, las normas y los valores, el cual las instituciones no son ajenas 
a esta racionalidad; porque convienen con los medios o con estos fines, así que en 
este caso la institución encargada en Colombia que cuenta con la capacidad, crea las 
políticas, busca una integración y una economía para la implementación del brazalete 
electrónico es el INPEC a servicio de la jurisdicción penal colombiana”. 
2. MECANISMOS DE VIGILANCIA ELECTRONICA 
2.1. MOTIVACIÓN PARA LA IMPLEMENTACIÓN DEL BRAZALETE 
ELECTRÓNICO 
Una de las razones fundamentales, para desarrollar los sistemas de vigilancia 
electrónica es “el hacinamiento carcelario, sin duda es el gran problema que 
enfrenta la mayoría de países de Latinoamérica, su evolución radica en que antes 
de ser implementado, se realizan previos estudios de presupuesto, número de 
sindicados o condenados que padecen esta problemática, tecnología a implantar, 
se realizan proyectos piloto para verificar el funcionamiento del beneficio, 
posteriormente se ha venido implantando de manera paulatina, como consecuencia 
de la modernización del sistema de justicia penal, los gobiernos de algunos países 
han adoptado diferentes mecanismos que han contribuido en el avance del sistema 




de justicia, entre estos mecanismos está el uso del brazalete electrónico, el cual 
resulta ser una medida alternativa a la prisión”.  
Dentro de la implementación de esta tecnología, es posible identificar tres fases: 
“La primera fase se inició en 1960, a través del uso de un dispositivo portátil de dos 
piezas llamado Behavior Transmitter-Reinforcer (BRT-R), cuyo objetivo era 
determinar la ubicación y controlar el comportamiento de una persona mediante el 
envío de una señal ante la detección de un comportamiento inadecuado. La segunda 
fase se caracteriza por una profunda apatía hacia el uso de tecnologías de vigilancia 
electrónica: dicha fase se extendió desde 1970 hasta 1984 Por otra parte, la tercera 
fase fue el resultado de la labor del juez norteamericano Jack Love y el ingeniero 
Michael Goss, quienes diseñaron conjuntamente un brazalete conectado a un radar 
que indicaba la posición del usuario”33. 
En la actualidad, “existen innumerables experiencias en el uso de esta tecnología. 
Argentina, Brasil, Chile, Colombia, México y Uruguay tienen las iniciativas más 
importantes en América Latina. Países como Portugal, Suecia y los Estados Unidos 
de América han experimentado un uso adecuado y sostenible de los brazaletes 
electrónicos”.  
Costa Rica “por ejemplo tiene  un 38%34 de sobrepoblación en sus planteles 
correctivos, razón por la cual decidió implementar la medida sustitutiva de la libertad; 
el  brazalete electrónico para descongestionar el sobre cupo que padecen las 
cárceles costarricenses ya que tal condición vulnera los derechos humanos de los 
reos”.  
                                            
33 Oficina de Naciones Unidas contra la droga y el delito para Centro América y el Caribe- UNODC 
ROPAN , El uso de brazaletes de monitoreo electrónico como alternativa al encarcelamiento en 
Panamá ,Equipo de Justicia Criminal y Reforma Penitenciaria, página 2 (en línea) 
http://www.unodc.org/documents/ropan/TechnicalConsultativeOpinions2013/Opinion_2/Opinion_Co
nsultiva_002-2013_ESPANOL.pdf 
34La Nación, opinión, De la sobrepoblación penitenciaria, 16. Mayo. 2013. Citado el [8 de abril de 




En Chile “El instituto nacional de derechos humanos se dedicó a realizar  un estudio 
sobre el hacinamiento carcelario en los años 2012 y el 2013 cuyo objetivo era 
evidenciar la realidad en que  viven miles de personas en las cárceles de este país, 
con dicha investigación  se pudo verificar las condiciones de vulneración de los 
derechos humanos en los que se encuentran los internos, lo anterior según el INDH 
constituye un incumplimiento del rol  garante del Estado de Chile respecto del ejercicio 
de los derechos de las personas privadas de libertad.  De los resultados que arrojó el 
estudio, se han tenido que tomar medidas para contrarrestar   estas situaciones; 
implementando el beneficio del brazalete electrónico para descongestionar, las 
cárceles y brindarles a los internos un mejor trato proporcionando garantías para el 
cumplimento de sus derechos humanos” 35. 
 En Argentina “se implantó por primera vez la vigilancia electrónica a partir de 1997, 
en la provincia de Buenos Aires, como complemento de la detención domiciliaria. 
Rápidamente el sistema se fue ampliando a condenados de innumerables delitos. 
Según un estudio de Di Tella y Schargrodsky, se comprobó que el sistema de 
monitoreo electrónico en la provincia de Buenos Aires contribuyó a reducir la 
reincidencia en más de un 11%. Debido a un caso de alto impacto mediático, las 
autoridades decidieron suspender el monitoreo en la Provincia de Buenos Aires, a 
pesar de la fuerte tendencia mundial a su utilización”. 
En Brasil “a partir del 2008 varios Estados brasileños han implementado la 
vigilancia electrónica en modalidades de régimen semi-abierto o abierto, salidas 
temporales o libertad condicional vigilada. En la ciudad de Guarabita, Estado de 
Paraíba, se han realizado proyectos piloto con condenados en régimen cerrado, que 
trabajan en obras públicas sin escolta, pero controlados vía electrónica. En Minas 
Gerais se aplica el programa a internos de régimen abierto y semi-abierto, sin 
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historial de falta grave en el régimen cerrado. Por su parte, en el estado de 
Pernambuco se emplea solo en internos de régimen semi-abierto”. 
En Colombia en la Ley 1142 de 2007 establecía que los sistemas de vigilancia 
electrónica asumían dos funciones, como “mecanismo de control del cumplimiento 
de la pena sustitutiva consistente en prisión domiciliaria, y como sustituto de la pena 
de prisión”36. Es decir, actuaba como medio de control de otro subrogado penal y 
también como un subrogado en sí mismo. 
A partir de la Ley 1709 de 2014, el sistema de vigilancia electrónica quedó como 
mecanismo de control, acompañamiento, vigilancia y ejecución de la medida de 
aseguramiento y de la prisión domiciliaria, y en los eventos que determine el artículo 
38B de la Ley 599 de 2000. 
2.1.1 Sistemas de vigilancia electrónica 
Existen 3 tipos de tecnologías utilizadas en el sistema de vigilancia electrónica.  
a) Seguimiento Pasivo RF: “Es el sistema de vigilancia electrónica ordenado por el 
juez o como medida de control adoptada por el Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario, según sea el caso, a través del cual se instala un dispositivo consistente 
en un brazalete o una tobillera en el cuerpo del condenado, sindicado, imputado o 
acusado, según fuere el caso, el cual trasmite a una unidad receptora, la que a su vez 
se encuentra conectada a una línea telefónica convencional”37. 
b) Seguimiento activo-GPS: “Es el sistema de vigilancia electrónica a través del cual 
se instala un dispositivo consistente en un brazalete o tobillera en el cuerpo del 
sindicado, imputado o acusado, según fuere el caso el cual llevará incorporada una 
unidad GPS (Sistema de posicionamiento global), la cual transmitirá la ubicación del 
                                            
36 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-185 16. marzo. 2011, abril, 2017. 
Derechos del interno relación de especial sujeción entre el Estado y las personas privadas de la 
libertad. P.2. [en línea]. Disponible en http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/t-265-
17.htm. 
 
37 Decreto 1316 de 2009. Artículo 3 del (Por el cual se modificó el artículo 4 del Decreto 177 de 2008). 
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beneficiario, indicando si ha llegado a zonas de exclusión. Cuando el beneficiario del 
dispositivo llegue al lugar establecido para el cumplimiento de la medida de 
aseguramiento, la información que así lo indique será transmitida al centro de 
monitoreo, sin que durante el transcurso del día se haya perdido la transmisión 
inherente al sistema de vigilancia electrónica. Dicha comunicación se llevará a cabo 
vía telefónica o móvil”38. 
c) Reconocimiento de Voz: “Reconocimiento de Voz. Es el sistema de vigilancia 
electrónica sustitutivo de la pena de prisión o de la detención preventiva, a través del 
cual se lleva a cabo una llamada al lugar de residencia del condenado o sindicado, y 
autentica su identidad comparando su voz contra una impresión de voz previa tomada 
durante el proceso de registro”39. 
2.2.  FALENCIAS PARA ACCEDER AL BRAZALETE ELECTRÓNICO 
Dentro de la investigación, uno de los objetivos principales es identificar las falencias 
en el sistema jurídico colombiano, respecto a la violación del derecho a la igualdad 
en la pena sustitutiva de la libertad, analizando la pertinencia de las leyes y 
efectividad, a la hora de beneficiar con el brazalete electrónico a los condenados 
que cumplen a cabalidad con lo estipulado. 
De esta manera, se puede descubrir los factores negativos que hacen parte de la 
violación del derecho a la igualdad a las personas privadas de la libertad, indicando 
las falencias que se encuentran en el Estado Colombiano como en el Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC en cuanto al desarrollo efectivo de la 
medida de sustitución de la libertad. 
Con lo anterior, y como objetivo fundamental de esta investigación se sustentaría la 
respuesta a la pregunta problemica, que tiene como orientación evidenciar la 
efectiva violación del derecho a la igualdad a las personas que tienen el beneficio 
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de la pena sustitutiva de libertad y de esta manera brindar las posibles soluciones a 
esta problemática. 
3.2.1 Condiciones económicas del condenado. 
Se podría considerar, que el factor económico no es un problema para acceder a 
este beneficio,  
“que las condiciones económicas actualmente no son un problema para acceder al 
brazalete electrónico, por cuanto el beneficio es gratuito, pero con casos como el de 
la señora Olga Cecilia Londoño Isaza quien en la sentencia T 010 del 2014  con 
Magistrado Ponente Nilson Pinilla, relata que  gozaba de la pena sustitutiva de la 
libertad, como consecuencia de haber incurrido en el delito de tráfico, fabricación o 
porte de estupefacientes y ser condenada a 54 meses de prisión , interpuso acción 
de tutela en contra del juzgado 4º de Ejecución de penas y medidas de seguridad de 
Medellín y el Juzgado 1º Penal del circuito solicitando  se le garanticen ciertos 
derechos fundamentales a ella y a su familia ; el debido proceso a ella y a sus hijos, 
el derecho a tener una familia y no ser separada de ella, pues la accionante gozaba 
del privilegio antes mencionado pero por carecer de servicios públicos debía salir 
constantemente de su casa para cargar el brazalete electrónico a la residencia  de su 
vecina, de igual manera la accionante carecía del servicio telefónico, por lo que el 
INPEC debía llamar a una residencia diferente a la que ella había elegido para cumplir 
su condena, por estas circunstancias no se le otorgo nuevamente la pena extramural, 
pues se había violado con los mínimos exigidos por la legislación Colombiana 
referentes al cumplimiento de la pena extra mural, además de que el juzgado penal 
considerara que el hecho objeto de la acción de tutela ya había sido  superado, es 
decir ahí una carencia de objeto a proteger”40 
En la medida que “la acción de tutela nos revela como no solo el acceso al beneficio 
es limitado por cuestiones económicas, sino que también mantener el mismo implica 
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tener ciertas cualidades en el hogar, por ejemplo, servicios telefónicos y de luz para 
que pueda ser supervisado el brazalete, cualidades que limitan el beneficio dado 
que no toda la población que usa el brazalete posee los recursos económicos 
necesarios para sufragar estos gastos, evidenciando los escasos recursos del 
Estado concernientes al brazalete electrónico” 
3.2.2 Influencia del factor económico en el otorgamiento del brazalete 
electrónico. 
La primera,  sentencia a referir se trata de “la Sentencia T-267/15 con Magistrado 
Ponente: JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB, la cual relata que el actor fue 
condenado, mediante sentencia del 22 de mayo de 2013, por la conducta punible 
de hurto agravado y tráfico y porte de estupefacientes, a una pena de 5 años y 4 
meses de prisión en el Centro Penitenciario y Carcelario INPEC de 
Pitalito”41  “Mediante auto del 8 de abril de 2014, el Juzgado 1º de Ejecución de 
Penas y Medidas de Seguridad de Neiva le otorgó al accionante el beneficio 
de prisión domiciliaria en virtud del artículo 5 de la Ley 1709 de 2014, que adicionó 
el artículo 7 de la Ley 65 de 1993, previa instalación del mecanismo de vigilancia 
electrónica -conocido como brazalete-, pago de caución y firma del acta de 
compromiso”42.  
El accionante afirma que, “con el fin de acceder a dicho beneficio, procedió a pagar 
la caución que le fue establecida, por un valor de un (1) salario mínimo mensual 
vigente, y a firmar el acta de compromiso, sin embargo, aduce que hasta la fecha 
                                            
41 Corte Constitucional, La Sala Séptima de Revisión de Tutelas, JORGE IGNACIO PRETELT 
CHALJUB, Expediente T-4.691.182 sentencia t-267 del 2015 Página 4 (En línea) 
http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2015/T-267-15.htm  
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no ha sido trasladada a su nuevo lugar de residencia en San Agustín –Huila-, y aún 
permanece en prisión, indica que varias semanas atrás”43 
Se le informó que actualmente el INPEC no cuenta con dispositivos de vigilancia 
electrónica, por lo cual, al no poder otorgarle uno, no ha sido posible su traslado”44. 
En relación con la pregunta “¿Cuenta actualmente con dispositivos de seguridad 
electrónica, también conocidos como brazaletes electrónicos para la vigilancia de 
personas a las que se les haya concedido prisión domiciliaria o vigilancia 
electrónica?” , contestó: “Con base en el oficio No 9027 – CERVI- ARVIE 0158/ 15 
con fecha 27 de enero de 2015, remitido a la Dirección de Política Criminal del 
Ministerio de Justicia y del Derecho por el Teniente Juan Carlos Montenegro 
Esquivel, Director encargado del centro de Reclusión Penitenciario y Carcelario 
Virtual CERVI, en donde informa sobre la gestión del seguimiento al contrato No 
321 del 05/12/14, es posible informar que según parte del 25 de enero de 2015, 
habían 887 equipos sin instalar y 178 para asignar”45.  
De otra parte, “encontramos la Sentencia con Radicación Nº 86331 del 2016 
con Magistrado Ponente José Francisco Acuña Vizcaya, en donde el señor 
Osnar Ordely Méndez Galvis, “fue condenado a 94 meses y 15 días de prisión 
por el delito de fabricación de tráfico o porte de armas de fuego o municiones, 
pena que purga en el Centro Carcelario y penitenciario La Heliconias de 
Florencia. Mediante auto del 4 de febrero del 2016, el Juzgado Segundo de 
Ejecución de Penas y Medidas de seguridad de Florencia, otorgo al accionante 
el beneficio de prisión domiciliaria previa instalación del mecanismo de 
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vigilancia electrónica, pago de caución y firma del acta de compromiso, a la 
fecha de expedida la sentencia (21 de junio del 2016) el actor asegura que, con el fin 
de poder purgar su condena en su vivienda, pago la caución y firmo el compromiso 
pero que no ha podido disfrutar del beneficio concedido por el Juez debido a que el 
INPEC no cuenta con dispositivos de vigilancia electrónica, la Sala Penal del Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Florencia concedió el amparo, en consecuencia, 
ordenó al Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario Las Heliconias 
que, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, hiciera entrega al 
accionante del brazalete electrónico que requiere para la efectividad de la prisión 
domiciliaria que le fue concedida”. Decisión que fue impugnada por el director del 
Establecimiento Penitenciario, quien señalo que: 
“una vez se recibe la boleta de encarcelación domiciliaria con vigilancia electrónica, 
se procede a solicitar la asignación del brazalete al Centro de Monitoreo de la 
Dirección General del INPEC, el cual le corresponde la asignación de manillas de 
acuerdo a la disponibilidad de las mismas que se tenga a nivel nacional. A la fecha, 
se encuentran todas asignadas y solo cuando liberan un dispositivo por libertad, 
cambio de medida o fuga del interno, proceden a la asignación de estas de acuerdo 
al orden de llegada de las peticiones. El tiempo para asignar estas depende de la 
disponibilidad de manillas, sin que se pueda indicar el tiempo exacto en el cual 
ordenen la entrega de una de ellas, ya que esta actividad está centralizada en el 
Centro de Monitoreo del INPEC Nivel Central”46. 
Por lo que, “solicita que se revoque la decisión que ordeno entregar el brazalete 
electrónico. Por su parte la Corte Suprema de Justicia, Sala de casación penal 
sostiene que el INPEC, siendo la autoridad competente para adoptar el mecanismo 
de vigilancia electrónica, no actuó diligentemente para cumplir lo ordenado en la 
providencia que concedió la prisión domiciliaria a quien fungía como accionante en 
ese caso, lo que conllevó a que tuviera que permanecer varios meses más en 
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prisión, agregó que dicha situación, violatoria del derecho fundamental al debido 
proceso, no tenía que ser soportada por el interno, pues dicha entidad tiene la 
obligación de garantizar el goce de los derechos fundamentales de las personas 
privadas de la libertad, garantizando su plena materialización, además, la Corte 
Constitucional exhortó al INPEC para que adoptara las medidas necesarias a fin de 
que siempre exista disponibilidad de brazaletes electrónicos” y para que: 
“cuando un juez de conocimiento ordene la aplicación de la vigilancia electrónica o de 
una domiciliaria sujeta a la vigilancia electrónica, entregue de manera inmediata y sin 
dilaciones los brazaletes electrónicos para el cumplimiento de la medida de vigilancia 
electrónica o de detención domiciliaria”47. 
Con fundamento en lo anterior la Corte resuelve confirmar el fallo impugnado. 
“Luego de analizar las sentencias referidas anteriormente, encontramos que no solo 
la falta de brazaletes electrónicos que alega el INPEC, es la única causa por la cual 
no se puede acceder al beneficio ya que hay otros factores que se relacionan con 
carácter económico que influencia el goce de este beneficio, pues en algunos casos 
los condenados o sindicados deben pagar una multa para poder acceder al beneficio, 
situación que en ocasiones limita el acceso a él. Para fundamentar la anterior 
afirmación analizaremos la siguiente sentencia”. 
En la Sentencia C-185/11 con Magistrado Ponente: GABRIEL EDUARDO MENDOZA 
MARTELO, “se presenta la siguiente situación; un condenado pretende acceder al 
mecanismo de vigilancia electrónica y no cumple con los requisitos de la prisión 
domiciliaria (art. 38 C. Penal), por lo cual se le exige el pago de la multa, es en este 
caso en que la exigencia de la multa en cuestión resulta relacionada de manera directa 
con la posibilidad de acceso a la posibilidad de cumplimiento de la pena de prisión 
fuera del establecimiento carcelario, el demandante considera que la exigencia legal 
contenida en el artículo 38 de Código Penal, vulnera el principio de igualdad, la 
acusación radica en que resultan  perjudicados aquellos internos que cumpliendo con 
                                            
47 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación penal, 21 de junio del 2016, Magistrado Ponente 
José Francisco Acuña Vizcaya P. 7. 
30 
 
los demás requisitos, no cuentan con recursos económicos suficientes para realizar el 
pago en mención, agrega que existe de hecho una desigualdad en las condiciones 
económicas de quienes son condenados a pena privativa de libertad, lo cual 
necesariamente implica que aquellos condenados con solvencia económica tendrán 
preferencia para acceder al beneficio, por el sólo hecho de contar con recursos para 
ello y afirma que la imposibilidad de pagar las multas que en casos como el de la 
libertad condicional, se ha venido utilizando la figura del amparo de pobreza, para que 
los internos puedan acceder a ello, pese a su precaria situación económica. Mediante 
escrito allegado a esa Corporación, el Defensor de Pueblo solicita la declaratoria de 
inexequibilidad de la norma demandada, numeral 4 del artículo 38A del Código Penal” 
 Explica en primer término que la jurisprudencia se ha pronunciado en varias 
oportunidades sobre la constitucionalidad de la exigencia del requisito del pago de la 
multa para acceder a subrogados penales, y ha concluido en cada caso (C-194/05, C-
239/05, C-665/05, C-783/05 y C-823/05). 
A continuación una síntesis de las sentencias mencionadas anteriormente, “en esta 
sentencia La Corte recoge las diferentes inconformidades en que los actores han 
manifestado a esa corporación el hecho del pago de multa para acceder al beneficio 
de la medida sustitutiva de prisión, como se evidencia en cada uno de los casos 
declaró exequibles los cargos propuestos por los diferentes actores, haciendo énfasis 
en que un condenado que cumpla con los requisitos objetivos y subjetivos podrá 
acceder a las medidas sustitutivas de prisión, la Corte no ha hecho referencia en 
ninguna de las jurisprudencias a las condiciones sociales, económicas y en general 
del individuo beneficiario de la medida sustitutiva de prisión, como es de notar, las 
primeras sentencias reflejan las dificultades que existen para que se cumpla con el 
beneficio que otorga el juez de ejecución de penas al conceder la prisión domiciliaria 
con vigilancia electrónica, las siguientes sentencias refieren por otro lado la 
inconformidad de los condenados con la normatividad pues acusan de inconstitucional 
la legislación que hay al respecto porque vulnera derechos fundamentales; como la 
igualdad, el debido proceso y la libertad” 
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2.3. INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO (INPEC)  
 
3.4.1 Comportamiento delictivo 
 
“La población penitenciaria y carcelaria intramural está asociada con la comisión de 
183.355 hechos criminales. Los cinco delitos de mayor frecuencia corresponden a: 
hurto 15,2% (27.871), homicidio 15,1% (27.608), tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes 13,4% (24.636), fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o 
municiones 12,1% (22.230) y concierto para delinquir 11,7% (21.427). Estos delitos 
representan el 67,5% del total de conductas delincuenciales por las cuales se 
encuentran los(as) internos(as) en condición de sindicados(as) o condenados(as) en 
los ERON. 
En cuanto a la participación por sexo en el total de la criminalidad, el 93,2% (170.809) 
de estas conductas están asociadas a hombres, con predominio del homicidio, hurto, 
porte de armas de fuego, tráfico de estupefacientes y concierto para delinquir. El 
restante 6,8% (12.546) se coliga a mujeres, siendo las infracciones más 
sobresalientes en este grupo, el tráfico de estupefacientes, concierto para delinquir, 
hurto y homicidio. 
De la cifra total de delitos, el 32,6% (59.757) se encuentra en investigación, ya que 
corresponden a internos(as) en condición de sindicados(as), mientras que por la 
comisión del 67,4% restante (123.598), ya se profirió condena”48. 
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3.4.2 Población reclusa con domiciliaria 
“La población amparada bajo esta modalidad correspondió al 32,5% (59.239) del total 
de reclusos(as) a cargo del INPEC (182.233). 
En el mes de julio, hacen parte de la población en domiciliaria 221 personas (210 
hombres y 11 mujeres) reincorporadas de las Farc a quienes, en virtud de avanzar y 
cumplir con la implementación del Acuerdo de Paz, el Gobierno Nacional les otorgó 
el estatus de Gestores de Paz. De acuerdo a su situación jurídica, el 25,3% (56) se 
encuentra en detención y 74,7% (165) en prisión). 
Las modalidades delictivas por las cuales la población en domiciliaria está siendo 
juzgada o ya lo fue, suman 74.145, destacándose por su mayor ocurrencia el tráfico 
de estupefacientes que representó el 19,9% (14.806) del total, hurto 16,1% (11.952) 
y porte de armas de fuego 15,6% (11.634). 
3.4.3 Población reclusa con mecanismo de vigilancia electrónica 
 
Al cierre de julio se contabilizaron 4.741 personas, custodiadas mediante la 
tecnología GPS (Global Position System GPS), que corresponden al 2,6% del total 
de la población a cargo del Instituto (182.233). 
Respecto de la situación jurídica de la población con vigilancia electrónica, se 
observa que el 23,3% (1.105) se encuentra en condición de sindicado(a); de ellos, 
85,4% (1.105) son hombres y 14,6% (161) mujeres. Los(as) condenados(as) 
representan el 76,7% (3.636). De éstos, el 87,0% (3.165) son de sexo masculino y 
13,0% (471) femenino. En total se tiene: 86,7% (4.109) hombres y 13,3% (632) 




3.4.4 Déficit de brazaletes electrónicos 
La “Corte alerta por déficit de brazaletes electrónicos en el INPEC” 49 publicada el 5 
de Agosto del 2015 en el diario El Colombiano, encontramos un pronunciamiento 
de la Corte Constitucional, que afirma:  
“el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec) debe tomar medidas urgentes 
y adquirir más brazaletes electrónicos para trasladar los internos beneficiados con la 
detención domiciliaria y evitar el aumento el hacinamiento en las cárceles del país”. 
(Sentencia referida anteriormente, T-267/15) 
Mediante comunicado de prensa La Corte, con ponencia del Magistrado Jorge 
Ignacio Pretelt, señaló que por no contar con estos instrumentos se está afectando 
los derechos de los internos. Por lo tanto, es necesario “exhortar al INPEC para que 
cuando un juez de conocimiento ordene la aplicación de la vigilancia electrónica o 
de una (detención) domiciliaria sujeta a la vigilancia electrónica, entregue de manera 
inmediata y sin dilaciones los brazaletes electrónicos para el cumplimiento de la 
medida”. Llego a esta conclusión la Corporación luego de estudiar una tutela 
presentada por un recluso en el departamento del Huila quien fue beneficiado con 
la casa por cárcel, pero no fue trasladado por la falta de brazaletes y llegó a esperar 
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3. EVALUACIÓN DEL DERECHO A LA IGUALDAD RESPECTO AL 
BRAZALETE ELECTRÓNICO EN COLOMBIA 
El problema de investigación que esgrimimos durante todo el desarrollo de la 
monografía se basa en la dificultad o limitación, que se tiene para acceder al 
dispositivo electrónico (Brazalete) cuando este es concedido por el juez. “La 
importancia social que reviste a esta investigación recae directamente en la forma 
en cómo esta medida, afecta los derechos de igualdad, libertad, educación y trabajo 
de los actores beneficiarios con la mencionada medida”  
Luego de analizar las evidencias plasmadas en estas páginas, es posible inferir que 
el factor económico influye de forma negativa en el otorgamiento del brazalete 
electrónico; pues no basta solo con reunir los requisitos que el código penal exige 
para ser portador del beneficio, ya que para ser favorecido del dispositivo electrónico 
es obligatorio pagar un arancel judicial, y al no contar con los recursos económicos 
necesarios, se cierra la posibilidad de ser beneficiario del tan solicitado brazalete, 
luego entonces la medida no resulta siendo accesible para todos aquellos que 
reúnan las exigencias que la ley penal establece, por cuanto la legislación penal 
olvido contemplar los casos en los cuales los sindicados y condenados no contaran 
con los recursos monetarios que se requieren para cancelar el monto del arancel 
judicial, discriminando su derecho a  la igualdad y haciendo de este beneficio una 
posibilidad para aquellos que tienen una mayor solvencia económica. Significando 
lo anterior que la medida en sí misma no es discriminatoria, sino las exigencias 
económicas para acceder a ella son las que limitan el otorgamiento y la posibilidad 
de beneficiarse para los internos. 
La anterior afirmación, se fundamenta en que aunque el legislador ha consagrado 
la posibilidad de beneficiar a aquellos sujetos que han incurrido en un delito, y que  
no tengan antecedentes, que “hayan sido condenadas a una pena menor a ocho 
años de cárcel (excepto penas después de beneficios por colaboración con las 
autoridades)  y luego de purgar las 3/5 (partes de la pena tiene la posibilidad 
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terminar su condena en su residencia con un subrogado penal conocido como 
prisión domiciliaria para descongestionar las cárceles y disminuir el hacinamiento 
carcelario, dado a que existe una dificultad para materializar la aplicación de la 
norma, esa dificultad  de carácter económico viola los Derechos Fundamentales 
mencionados al inicio de este párrafo pues la norma le da la posibilidad al 
condenado de que cuando sea beneficiario con la prisión domiciliaria puede 
mediante un permiso especial del juez trabajar y estudiar bajo la vigilancia del 
brazalete electrónico,  pero cuando se otorga ese beneficio y  se carecen de los 
dispositivos electrónicos necesarios para materializarlo se imposibilita al condenado 
de gozar de esos derechos, debido a que sin el dispositivo cuando el juez lo estipula 
necesario no puede acceder a la prisión domiciliaria vulnerando de esta manera los 
Derechos al trabajo, educación, a disfrutar de una familia y a la igualdad debido a 
que no se tendrían las mismas condiciones de quienes si pueden acceder al 
subrogado penal sin necesidad de ser vigilados por el brazalete electrónico y de 
quienes si se han visto favorecidos por la medida porque para ellos el Estado si ha 
tenido los recursos económicos para entregar el brazalete que ha impuesto el 
administrador de justicia”. 
Como ha podido ilustrarse a través de las diversas sentencias y noticias, la medida 
adoptada por el legislador es buena, con algunas falencias pero logra alivianar la 
carga de los internos, la falencia que reiteramos recae en la ejecución  y aplicación 
de la norma ya que esta se ve influenciada por el factor económico de quienes 
pretenden acceder al beneficio de Vigilancia Electrónica, y también del Estado que 
debe tener dentro de su presupuesto estatal el monto suficiente para poder cubrir 
con el número de dispositivos que los jueces otorgan, la obligación de contar con la 
provisión necesaria de brazaletes electrónicos, compete al Estado, y no a la persona 
privada de la libertad, sea un detenido en curso del proceso, o en su defecto un 
condenado, de tal manera que las carencias de mecanismos creados por el 
legislador como control en la ejecución de la pena no pueden imputarse al activo 
patrimonial de la persona privada de la libertad, habida cuenta que situaciones como 
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las que están aconteciendo, internos que gozan de medios económicos, pueden 
acceder al instrumento electrónico. 
Tomando de referencia “la teoría del funcionalismo estructural que tomo forma en 
el siglo XIX, su principal defensor contemporáneo el sociólogo estadounidense 
Talcott Parsons, en el esquema ÁGIL donde son los cuatro imperativos funcionales 
necesarios en un sistema; donde: 
 Representa la economía que es la adaptación para que el sistema abarque 
las necesidades del entorno, en el caso concreto el Juez “podrá ordenar 
como medida complementaria a la detención domiciliaria el uso de brazalete 
electrónico, el cual deberá ser costeado por el beneficiario, sin embargo, 
cuando se le ha adjudicado el beneficio se encuentran con la dilatación de 
la aplicación de la medida por parte del INPEC ya que la entidad no cuenta 
con los dispositivos necesarios para cumplir la demanda, lo cual es por 
diversas causas sobre las cuales no hay claridad total, pero se tiene 
referencia de dos causas principales”: una el factor económico del Estado y 
dos el factor de contratación de empresas fabricantes de los mismos. 
Es de mencionar que la Ley 1709 del 2014 reglamento en parte, “la aplicación  de 
dichos dispositivos, pero esta se queda corta ante la problemática expuesta, es por 
esto que se hace necesario la implementación de  un Decreto que regule de manera 
clara y efectiva  los costos de los mismos y su disponibilidad para que Estado y 
beneficiario puedan de manera equitativa suplir los costos y hacer efectiva la medida 
, buscando con ello que más personas de la población carcelaria, puedan acceder 
al beneficio, y de alguna manera  contribuir a la descongestión carcelaria, si bien se 
ha avanzado considerablemente al lograr un marco jurídico que ofrezca garantías 
constitucionales a los internos que se encuentran privados de su libertad en las 
cárceles de Colombia, esto evidenciado en la promulgación de la constitución del 
año 1991 y de la creación de la Corte Constitucional, no ha resultado siendo del 
todo efectivo el cumplimiento de lo dispuesto en la norma como se ha querido 
demostrar en todo el documento, pese a esto, aún subsisten condiciones que 
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obstaculizan el goce efectivo de los derechos fundamentales de las personas 
privadas de la libertad, lo que llevó a la Corte Constitucional a emitir órdenes y 
medidas para la superación de estas, el Estado colombiano dentro de sus 
obligaciones constitucionales, contempla la de garantizar y proteger los derechos 
humanos de todo conciudadano, sin importar su condición social, cuando se trata 
de población vulnerable, como lo es la población privada de la libertad, la política 
criminal del Estado se entiende prima facie, como aquellas actividades desplegadas 
tendientes a la represión de los delitos; pero más allá de la facultad sancionadora, 
dentro de ella se encuentran inmersas una serie de aspectos como la situación 
carcelaria, infraestructura en los centros de reclusión, autoridades carcelarias y el 
tratamiento a los internos”. 
Pareciese que la idea de Rousseau50 en la que “se establece que la persona que 
delinque es excluida del pacto social, es la que se aplica en el Estado Colombiano 
toda vez que al  relacionar este supuesto  con Colombia, encontramos que el sujeto 
infractor de la norma es dejado a la deriva de la protección de los derechos 
consagrados en la constitución, pues no se permite disfrutar y gozar  de manera 
inmediata, eficaz y efectiva de los beneficios que le otorga la rama judicial, dando a 
entender que por ser delincuentes o presuntos infractores de la norma no hay 
necesidad de ser agiles en el cumplimiento de los derechos que han adquirido, 
teniendo dilaciones injustificadas en el cumplimiento de los procesos penales, es 
importante destacar el artículo 10 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, en donde se establecen tres obligaciones principales para los Estados”, 
pero para éste caso se toma el numeral primero y tercero de dicho artículo que 
establece: 
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 Tratar humanamente a quienes son privados de la libertad. 
 Asegurar que el régimen penitenciario sea un tratamiento resocializador, el 
artículo 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece 
obligaciones similares en cabeza del Estado, enfatizando en el derecho a la 
integridad personal que tienen las personas privadas de la libertad, hay que 
recordar no solo al lector sino a las entidades administrativas que los 
establecimientos carcelarios no son lugares que sean ajenos al derecho, es 
más ésta  circunstancia le da un carácter especial de protección a los que 
están recluidos y cumplen una pena establecida por la ley. 
Esto quiere decir que aunque no se le priva totalmente de sus derechos si tienen un 
límite y este está ligado a un mensaje a la sociedad que es la creación de política 
criminal de debe ejecutarse a cabalidad, “con todo lo anterior no podemos justificar 
la afectación que sufren   las personas que están en espera para poder disfrutar de 
un beneficio que el derecho mismo le ha otorgado al  reunir los requisitos para 
acceder a él, es por esto que el aporte que se plantea en esta monografía  se centra 
en   acoger una política mixta,  donde el beneficiario ayude al Estado pagando una 
porción del costo del dispositivo electrónico y otra parte la asuma el Estado, así se  
aliviara en gran manera el gasto que genera la amplia demanda de brazaletes que 
continuamente recibe el INPEC como consecuencia del otorgamiento del 
Mecanismo Sustitutivo de la Vigilancia Electrónica Brazalete Electrónico Así se 
podrá satisfacer a cabalidad las necesidades de los internos, en primera instancia 
se cumpliría con la función administrativa que tiene el Instituto Penitenciario y 
Carcelario de entregar los dispositivos, en segunda instancia se disminuiría el 
porcentaje de hacinamiento carcelario que afecta gravemente a Colombia, como 
tercera instancia y como consecuencia directa del hacinamiento se mitigarían las 
enfermedades contagiosas, y se disiparían en un porcentaje las violaciones a los 
derechos humanos que afectan a toda la población carcelaria, este concepto debe 
ser puesto en práctica, puntualmente haciendo referencia a que ya hay luces que  
emana la ley 1709 del año 2014 en su artículo 27, que modificó el artículo 38 f de la 
ley 599 del año 2000 y concretamente expresa, el  Pago del mecanismo de 
39 
 
vigilancia electrónica DONDE  El costo del brazalete electrónico, cuyo tarifa será 
determinado por el Gobierno Nocional, será sufragado por el beneficiario de acuerdo 
o su capacidad económica , salvo que se demuestre fundadamente que el 
beneficiario carece de los medios necesarios para costearlo, en cuyo caso estará o 
cargo del Gobierno Nocional”51  
Evidentemente  “éste artículo hace un llamado a la necesidad de que el  beneficiario 
ayude económicamente al pago de  la medida brazalete electrónico  como 
sustitutivo de prisión , pero da una excepción y es que si el no demuestra capacidad 
económica el Estado lo va a cubrir en un 100% y aquí es  donde se quiere resaltar 
el aporte, en las investigaciones realizadas en el INPEC, en el juzgado 27 de 
ejecución de penas y la jurisprudencia demuestran que  no se ha dado  aplicación 
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En primer lugar, el legislador ha realizado modificaciones pertinentes y serias a los 
temas referentes tratados, con el objeto de brindar a la población carcelaria 
garantías a los derechos fundamentales, teniendo en cuenta que durante décadas 
se ha presentado un incremento significativo en el ingreso de internos a los 
establecimientos carcelarios, reflejando el déficit de capacidad del Estado para 
poder desplegar las medidas mínimas de resocialización, así mismo se evidencia 
que no existe un cumplimiento adecuado a satisfacer la calidad de las necesidades 
básicas que requiere el ser humano, tales como un espacio digno de desarrollo. 
De esta manera, se puede concluir que es necesario y diligente realizar estudios 
económicos en el presupuesto del gobierno nacional, para poder adoptar de forma 
exacta las medidas sustitutivas de prisión bajo el anexo del brazalete electrónico; 
toda vez que este permite la garantía en una mayor proporción a los derechos de 
cada interno. 
Así las cosas, se observa una falencia jurídica que puede ser subsanada a través 
de políticas públicas estables y coherentes, las cuales pueden llegar hacer 
partícipes a las familias de los condenados, puesto que en relación a otros países 
en el derecho comparado las familias hacen parte del proceso resocializador que 
tienen como objetivo primordial la pena. 
Son varios los aspectos que permiten concluir que, en Colombia, seria satisfactorio 
presentar, aprobar y desarrollar, una política enfocada a determinar el tratamiento 
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